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Resumen: Esta ponencia sostiene que la reforma universitaria peruana de 2014 (Ley N.° 30220) y su contrarreforma de 2021 y 2023 (Ley N.° 31520) son dos momentos de un mismo proceso: la consolidación de la privatización del sistema de educación superior. El análisis parte de la segmentación tripartita del sistema educativo para mostrar que el licenciamiento institucional de la reforma no alteró esa estructura: depuró y concentró el segmento privado con fin de lucro y, al hacerlo, lo legitimó como industria regulada, sin desposeerlo ni disputar su poder político. Esa reforma inconclusa dejó intacto al sujeto capaz de revertirla. Por lo cual, la contrarreforma es conducida por una coalición entre ese mismo capital privado consolidado y los rectores de universidades públicas, bajo la bandera de la autonomía. El trabajo argumenta que este patrón revela un límite estructural del Estado regulador: cuando el capital se constituye antes que el regulador, el compromiso regulatorio es reversible. Lo cual puede tener implicancias para otros sectores mercantilizados antes de ser regulados en la región, como la salud y las pensiones. 
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I. Introducción
La reforma universitaria peruana de 2014 (Ley N.° 30220) y su contrarreforma de 2021–2023 (principalmente, la Ley N.° 31520) suelen leerse como dos políticas opuestas: la primera, el Estado que pretende regular un mercado desbordado; la segunda, la desarticulación de la mencionada regulación, como una captura del organismo regulador por sus regulados (Cuenca, 2024; Manky & López, 2025; Garfias, 2024). Así, esa lectura, dominante en el debate público y en buena parte de la literatura, las ordena como progreso y retroceso. 
Por el contrario, este trabajo sostiene que reforma y contrarreforma son dos momentos de un mismo proceso: la consolidación de la privatización del sistema de educación superior peruano. Toda vez que ambas intervienen sobre un sistema ya mercantilizado, pero para reordenarlo y estabilizarlo, sin disputar en ningún caso su forma mercantil ni la centralidad del capital privado: la reforma lo reordena y moderniza (eleva estándares, concentra el mercado y legitima la oferta privada), mientras que la contrarreforma restituye la discrecionalidad de sus actores (al neutralizar a los órganos de control). Consolidando así que la educación superior se provea como mercancía y que el lucro sea legítimo. 
La continuidad entre ambos momentos no es casual. La reforma pudo modernizar el sistema porque no se propuso negarlo (Mora, 2015; Garfias, 2024): puso límites a la oferta del servicio sin desposeer a los ofertantes de su capital económico, sin disputar su poder político (representación parlamentaria, gremios y presencia mediática) y sin cuestionar la legitimidad del lucro. Además, al clausurar las universidades más precarias y fraudulentas, licenciando a las demás, revistió de legitimidad al negocio privado que sobrevivió a la depuración. La contrarreforma se levanta sobre ese terreno ya depurado y legitimado: es el capital ya consolidado, junto a los grupos de poder incubados en una decaída universidad pública, que reconfiguran a su favor el control del sistema. Así, la captura del regulador en este proceso resulta una consecuencia natural.
Por lo cual, este caso da luces sobre un problema más general, el de los límites de la regulación estatal en sectores mercantilizados antes de ser regulados, como se explicará a continuación.
II. Desarrollo

II.1. 	El estado regulador
Para este trabajo se analiza la penetración de las lógicas de mercado y la mercantilización del servicio educativo como parte de la transformación neoliberal del Estado (Ball, 2008; Verger et al., 2016; Verger et al., 2017). En esta línea, se asume como Marginson (2011) que el carácter público o privado de la educación superior constituye una configuración determinada por las decisiones de política y financiamiento a las que se la somete. Así, la forma mercantil que adopta la educación superior en el Perú a partir de la década de los noventa (Cuenca, 2016; Garfias, 2022; Manky & López, 2025) representa una configuración históricamente producida del balance entre lo público y lo privado, sobre la cual operarán posteriormente la reforma universitaria del 2014, así como su contrarreforma. 
La SUNEDU, creada por la reforma de 2014, que aprobó la Ley 30220, Nueva Ley Universitaria, es un caso típico del Estado regulador y del capitalismo regulatorio difundido en América Latina tras procesos de privatización (Majone, 1994, 1997; Jordana & Levi-Faur, 2005; Levi-Faur, 2005). En este modelo, regular es gobernar técnicamente un sector mercantilizado mediante agencias autónomas que corrigen fallas de mercado: el Estado regula en lugar de proveer. Regulación y privatización operan, así, como procesos complementarios. Jordana y Levi-Faur (2005) muestran que en la región la creación de agencias reguladoras se asocia de manera fuerte y significativa a las privatizaciones sectoriales, de modo que el Estado no se retira del mercado, solo reorganiza su presencia en él. 
Sin embargo, el propio modelo deja al descubierto sus límites. Majone (1997) señala que la delegación a agencias autónomas tiene sentido en cuestiones de eficiencia (corrección de fallas de mercado), y reserva las cuestiones distributivas, aquellas en que lo que un grupo gana otro lo pierde, a la legitimidad de funcionarios electos por mayorías. Pero la educación superior, en un sistema segmentado, no es una cuestión de eficiencia ya que define quién accede y quién queda fuera, por lo que es estructuralmente distributivo. Por lo que, un regulador que interviene sobre ella opera sobre un terreno que su propia justificación no alcanza a cubrir. Del mismo modo, si bien la delegación a una agencia independiente se concibe como un dispositivo para volver creíble y duradero el compromiso estatal (Majone, 1997); allí donde el capital ya fue constituido antes que el regulador, ese compromiso es reversible, porque los regulados conservan el poder político para recapturarlo. Toda vez que la regulación es un espacio de negociación entre reguladores y regulados (Majone, 1994), como muestran Manky & López (2025) para el caso de la reforma universitaria.
Estos límites no son fallas de diseño, son la expresión de la naturaleza del Estado que regula. El Estado no es un árbitro por encima de los intereses en pugna, es la expresión institucional del equilibrio de poder entre las fuerzas sociales (Jessop, 2014). Por lo cual, la regulación también puede constituir una forma de intervención estatal que ordena y estabiliza las condiciones de una acumulación de capital, como señala O’Connor (1973) al explicar las funciones del Estado capitalista. 
Por ello, reforma y contrarreforma pueden leerse como los dos polos de un mismo movimiento que reorganiza para consolidar el estado de cosas. Por ello, el dominio de los sectores establecidos en el sector educación no descansa únicamente en el capital económico acumulado, también en el poder político con que moldean y revierten la propia regulación, lo cual ha sido advertido por la literatura (Garfias, 2024; Manky & López, 2025). El análisis que sigue reconstruye dicho proceso.

II.2. La educación como mercancía: la génesis del sistema
El rasgo que define al sistema universitario peruano es el modo principal en que se produce y distribuye la formación educativa: como una mercancía. De esta manera, el título universitario se vuelve la mercancía que se compra a cambio del pago de una matrícula y pensiones, mercancía que promete un retorno futuro para quien la adquiere: movilidad social. Esta condición es la matriz del sistema educativo peruano, la relación a partir de la cual se ordena todo lo demás. Por eso el punto de partida del análisis es la subordinación del acto de formación a la lógica del lucro.
Como se puede apreciar en Garfias (2024), durante el siglo pasado fue creciendo poco a poco el sector privado en desmedro del sector público en la educación universitaria y, con ello, el acto de formación educativa supeditada a la lógica del lucro. Sin embargo, el momento en que dicha subordinación pudo despegar fue con su consagración a nivel jurídico en la década de los noventa, mediante el Decreto Legislativo N.° 882, Ley de Promoción de la Inversión en la Educación, parte de las políticas neoliberales de la dictadura fujimorista. Con ello, se habilitó legalmente la creación de universidades con fines de lucro, a diferencia de las reformas anteriores que únicamente habían permitido universidades privadas asociativas (legalmente, sin fin de lucro). Esa norma institucionalizó la educación como un vehículo de acumulación de capital, hasta entonces concebida principalmente (no sin disputas) como una responsabilidad pública y un derecho social, en el cual el sector privado se veía como un apoyo. La expansión que siguió a ello no fue el desorden de un mercado sin reglas, por el contrario, era el orden propio de la acumulación operando sobre un terreno recién abierto.
Entender la educación como mercancía reorganizó la institución por dentro. Donde la educación se produce para el mercado, el estudiante deviene en cliente, el programa educativo deviene en producto y la matrícula deviene en la medida del éxito institucional. De ahí se siguen las características del sistema educativo que la literatura suele describir como problemas de calidad (por ejemplo, en Cuenca, 2015 y Cuenca & Reátegui, 2016), pero que son consecuencias naturales de la forma mercantil que fue adoptando la educación: la multiplicación de carreras de bajo costo y alta demanda, la contracción del gasto en investigación y en planta docente estable, la inversión publicitaria orientada a captar matrícula, entre otros. Es decir, estas características no deben entenderse como desviaciones de un modelo sano, mas bien, como la conducta racional de un capital que busca la mayor rentabilidad. El problema no es que ciertas universidades funcionen mal, funcionan exactamente como lo que son: empresas.
Por ello, la educación bajo esta forma de mercancía encarna una contradicción que va a recorrer todo el sistema educativo: la finalidad formativa de la educación como bien público contra su existencia como mercancía orientada a obtener un título. Por tanto, no se trata de una tensión externa entre el Estado y el mercado, mas bien de una contradicción interna. El lugar que ocupa el Estado en ello queda fijado ya en este punto: fue el propio Estado el que abrió el campo educativo al capital mediante el Decreto Legislativo 882, y será el propio Estado el que lo sostenga. Como advirtió Cuenca (2016), la privatización peruana fue una privatización por promoción estatal. Un Estado que la promovió y la sostiene no es un árbitro neutral, es una parte del estado de cosas que él mismo contribuyó a producir.
II.3. La segmentación del sistema educativo
Siguiendo lo señalado en el párrafo anterior, y tal cual se señaló en un trabajo anterior (Flores, 2024), a raíz de las reformas en la década de los noventa se legalizó el lucro en la educación superior, lo cual generó una distinción marcada entre unas pocas universidades privadas asociativas (sin fin de lucro) costosas preexistentes y que gozaban de prestigio y de calidad en el país; y, un gran número de universidades privadas nuevas, con fines de lucro, de bajo costo y de dudosa calidad que masificaron el acceso a la educación superior a las clases populares. Por otro lado, estaban las universidades públicas, también dirigidas a clases populares, pero limitadas en su acceso debido a un continuo presupuesto reducido, un examen de admisión exigente y con problemas internos de larga data. 
Esta segmentación del sistema educativo peruano entre universidades privadas asociativas, privadas con fin de lucro y públicas no debe ser entendido solo como una tipología, es la forma sedimentada de un proceso de acumulación y de lucha; cada segmento resulta de una relación distinta entre el capital, el Estado y las clases en las que se divide la sociedad.
Las universidades privadas asociativas, constituidas como asociaciones sin fines de lucro, operan como mecanismo de reproducción de las élites, con su capital cultural y redes (Huber & Lamas, 2017). Por otro lado, las universidades con fin de lucro son la forma en que el capital se apropió de las aspiraciones educativas de las clases populares y las convirtió en un campo de negocio profesionalizante: títulos universitarios a familias que buscan en este una vía de movilidad social. Su modelo (intensivo en matrícula, dependiente de docencia contratada, con poca inversión en investigación) es la forma adecuada a esa función. 
Cuenca (2015) caracterizó este proceso con una fórmula precisa: democratización del acceso acompañada de precarización del servicio. Sin embargo, la incorporación masiva de las clases populares a la educación superior se realizó bajo la forma mercantil, de modo que el mismo acto que prometió movilidad la constituyó como mercado. Lo que suele registrarse como tensión entre dos resultados es, en rigor, el carácter contradictorio de un mismo proceso. Por lo cual se desprende que, si la democratización fue mercantil desde el origen, no podría corregirse sin tocar la forma mercantil misma. Cosa que no ocurrió en el 2014.
Ahora bien, el crecimiento de estas universidades privadas con fin de lucro no hubiese sido posible sin los problemas en el tercer segmento, la universidad pública. En la tradición que va de la Reforma de Córdoba a la primera mitad del siglo XX peruano, la universidad pública estuvo asociada a distintos intentos de un proyecto nacional, de mecanismo de ascenso de sectores medios y populares; así como de disputa política (Garfias, 2024; Lynch, 2020). Su desfinanciamiento sistemático desde los años ochenta sirvió a la reducción de la provisión estatal del servicio como condición de la expansión mercantil. La masificación privada ocupó el vacío que dejó la retirada del Estado. El deterioro de lo público y la expansión de lo privado son las dos caras de una sola operación. Y ese deterioro tuvo un efecto que importará más adelante: privada de recursos y de proyectos, la universidad pública desarrolló formas de reproducción interna, en las que el control de la institución por grupos de poder ocupó el lugar que el proyecto colectivo dejó vacante (N. Chávez y Manky, 2023).
La persistencia de ese tercer segmento no contradice el carácter mercantil del sistema: lo confirma. Mercantilizar la educación no exige eliminar lo público, lo subordina el conjunto a la lógica del mercado; y un sistema así puede conservarlo, pero reconfigurado y funcional a la expansión privada. La universidad pública persiste porque al no tener las herramientas para competir con el privado, absorbe lo que al mercado no le interesa asumir: investigación, carreras y regiones de baja rentabilidad, estudiantes politizados, que no pueden pagar, entre otros. 
Además de ello, consideramos que persiste porque legitima el conjunto del sistema: la existencia de una universidad pública, gratuita y supuestamente meritocrática (se ingresa con examen de admisión) destinado supuestamente a sectores empobrecidos de la sociedad sostiene la idea de que la educación sigue siendo un derecho y vuelve tolerable a nivel político la coexistencia con el lucro. 
Por todo ello, la segmentación tripartita es la forma que la mercantilización adoptó en el Perú. Muestra de ello es que, para el año 2014, conforme a SUNEDU (2018), la matrícula universitaria se concentraba en el sector privado: 32.7% en instituciones con fin de lucro y 36.1% en instituciones asociativas. Mientras tanto, la universidad pública solo albergaba al 31.2% del estudiantado. 
La reforma del 2014 se implementó sobre esta tripartición, ya acentuada en un sector privado (con fin de lucro) en expansión que, como ha señalado la literatura, además de poder económico también albergaban poder político (Garfias, 2024; Manky & López, 2025). Como veremos a continuación, la reforma consolidó esta tripartición, fortaleciendo al sector privado con fin de lucro, a través de un proceso de depuración y concentración del mercado en pocos actores certificados por el Estado. La contrarreforma de los años 2021 a 2023 tampoco buscó desmontar la tripartición ni reestatizar el sistema, pese a estar impulsada por rector de universidades públicas. Solo buscó restaurar la discrecionalidad de los órganos de control que creó la reforma. 

II.4. La reforma modernizadora del 2014 y su carácter inconcluso
La Ley N.° 30220, promulgada el 2014, creó la SUNEDU e introdujo el licenciamiento institucional, un procedimiento obligatorio por el que cada universidad debía acreditar condiciones básicas de calidad (CBC) para operar, bajo amenaza de ser clausurada. Como instancia de regulación, la SUNEDU es un caso típico del llamado Estado regulador por parte de Majone (1997) y otros autores como Jordana & Levi-Faur (2005). Esto es, una agencia autónoma que gobierna un sector mercantilizado. Es decir, el momento modernizador de un proceso que, lejos de revertir la mercantilización, la consolidó.
La génesis política de la ley confirma esta lectura y anticipa lo que vendrá. La reforma fue impulsada bajo la promesa de mejorar la calidad sin alterar la matriz privada del sistema (Mora, 2015). Su proceso de aprobación provocó la oposición conjunta de la alta jerarquía de las universidades públicas tradicionales y principalmente de los propietarios de las universidades privadas con fin de lucro (Flores, 2024). Esa alianza, que podría parecer contradictoria, es en realidad la primera aparición de la coalición que conducirá la contrarreforma posterior: ambos eran los poderes ya establecidos del campo, unos en universidades públicas que se disputaban su control y otros dueños de universidades con fin de lucro en expansión, amenazados por una reorganización que los sometía a una evaluación externa. Lynch (2020) ya observó que la reforma buscaba restringir el cogobierno y modernizar la universidad; para este trabajo esa característica se interpreta como un intento de modernización sobre el conjunto del orden establecido.
El umbral de las CBC obligaba a que las universidades cuenten con un mínimo de infraestructura, planta docente y formación; con ello mejoró las condiciones de rentabilidad de los capitales capaces de alcanzarlo y expulsó del sistema a quienes no podían. La eliminación de los proveedores menos eficientes, que en el mercado ocurre por la quiebra, se realizó en el sector educativo por la vía administrativa, denegándoles la licencia para operar. 
El licenciamiento fue, en los hechos, un procedimiento de selección. 92 universidades obtuvieron la licencia y 49 fueron denegadas; aproximadamente una de cada tres no acreditó las CBC (SUNEDU, 2022). El dato decisivo es la distribución: de las 49 denegadas, casi todas correspondieron a universidades privadas, y entre ellas figuraban mayoritariamente instituciones con fin de lucro,  de bajo costo y gran matrícula, como Alas Peruanas y Telesup, en las que se ubicaban clases populares. El cese de estas afectó a miles de estudiantes y su reubicación a cargo del Ministerio de Educación fue difícil y en algunos casos no se realizó (Garfias, 2024), lo cual fue aprovechado por la oferta privada con fin de lucro. La selección no recorrió el sistema de manera uniforme: se concentró en su base, allí donde se aglomeraban las clases populares, dejando intacta su cúspide (universidades asociativas de élite).
Con ello, la reforma no abolió el capital educativo, lo concentró. Expulsó a los capitales más aislados y concentró la matrícula universitaria en las grandes universidades societarias capaces de cumplir las condiciones básicas, que tras la depuración quedaron en mejor posición competitiva. Estas grandes universidades societarias que sobrevivieron, además, no son productores aislados: en algunos casos se integran a grupos económicos diversificados, como es el caso del grupo Intercorp. Por lo cual se concluye que la reforma no eliminó el lucro en el sistema; lo llevó a una forma más concentrada y madura.
Pero la depuración no solo concentró el capital: lo legitimó, y este es el efecto que consideramos más duradero y que les ayudó a ampliar su expansión. Al expulsar a los proveedores más desacreditados, la reforma revistió a las sobrevivientes con el sello de “calidad” del propio Estado. La licencia dejó de ser un mero permiso para convertirse en un activo de legitimidad: el lucro educativo, antes desprestigiado, emergió como una industria regulada y respetable, pese a que en los hechos no hubo un cambio cualitativo. La reforma rescató así al modelo con fines de lucro de su propio descrédito, sacrificando a sus peores exponentes. El terreno sobre el que vendrá la contrarreforma quedó, por ello, reconfigurado: la estructura tripartita se mantiene, pero el sector privado con fines de lucro está ahora concentrado, certificado por el Estado y políticamente más fuerte.
En atención a ello, conforme a las estadísticas publicadas por la misma SUNEDU (2025), para el año 2022, del total de alumnos matriculados en el sistema universitario, el 52.63% (761 000 alumnos) se encontraban en universidades privadas con fin de lucro. Ello resulta relevante al compararlo con la matrícula en el año 2015, un año después de aprobada la Ley 30220, cuando la matrícula en las universidades privadas con fin de lucro ascendía al 35.40% (360 000) del total. 
Conforme a la información extraída del Instituto Nacional de Estadística e Informática del Perú (s.f.) para el año 2022 más de la mitad (57.33%) de la matrícula estudiantil en el sector privado (universidades privadas con fin de lucro y universidades asociativas) estaba concentrada en cuatro grupos empresariales: Grupo Intercorp (Universidad Tecnológica del Perú), Grupo Acuña (Universidad César Vallejo, Universidad Señor de Sipán y Universidad Autónoma del Perú), Grupo Laureate (Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas y Universidad Privada del Norte) y la Corporación Educativa Continental (Universidad Continental). Cuando comparamos el porcentaje para el año 2015, este mismo bloque de universidades agrupaban solo el 30.48% de la matrícula total del sector privado. En siete años este bloque casi duplica su participación en el mercado. 
Como se puede apreciar, en base a la información disponible, la reforma universitaria consolidó al sector privado con fin de lucro en el eje de la educación superior en el país, además de concentrarlo en cuatro grupos empresariales. Entonces, surge la pregunta: ¿quién se benefició realmente con la reforma universitaria?
Como se puede apreciar, la reforma fue una transformación a medias del orden mercantil. Disciplinó la forma del capital, pero no lo desposeyó: el sector de universidades privadas con fin de lucro salió de la reforma concentrado y fortalecido, no debilitado. Por otro lado, la reforma no disputó el poder político que ya habían adquirido para el 2014, muestra de ello es que, por ejemplo, el partido político del grupo Acuña (Alianza Para el Progreso) tuvo una importante representación parlamentaria desde el 2014 hasta el presente año. Así, el capital educativo ya disponía de representación en el Congreso, de gremios y de predominio sobre el discurso público de la inversión y la autonomía, la reforma no tocó esa dimensión de su poder. Sobre todo, no disputó el terreno de la legitimidad: aceptó la universidad con fines de lucro como un actor legítimo y constitucionalmente protegido, y se limitó a regular la calidad del negocio sin librar nunca la batalla del no al lucro en la educación. Una reforma así deja en pie al sujeto capaz de revertirla. De esta manera, la reforma contenía dentro su posterior contrarreforma porque conservó aquello que habría tenido que abolir.
Ahora bien, los indicadores formales mejoran de manera verificable: la proporción de docentes con posgrado pasó de 63.6 % en 2010 a 81.7 % en 2021, el gasto público en investigación universitaria creció de S/ 54,3 a S/ 77,3 millones entre 2014 y 2022, y el número de universidades peruanas en rankings internacionales subió de tres a nueve (Defensoría del Pueblo, 2022). Pero como señalamos en el párrafo anterior, esta mejora cuantitativa no es una transformación cualitativa del sistema educativo. Lo que las estadísticas ocultan es que el grueso de universidades sigue orientado a la captación agresiva de matrícula y a su titulación, lo que hace que la investigación requerida para ello se vuelva una mera formalidad, como se puede apreciar en Manky & López (2025). Así, la investigación se concentra en pocas instituciones (principalmente asociativas y públicas). Como la investigación requiere recursos financieros, infraestructura y personal altamente calificado, solo un número reducido de universidades puede desarrollarla de manera sostenida. En consecuencia, se produce una división del trabajo académico, unas pocas invierten en investigación, figuran en rankings y tienen una amplia lista de docentes nombrados, mientras que la gran mayoría de universidades mantienen una lógica profesionalizante, aumentando su matrícula. Lo cual, a su vez, impacta en el mercado de trabajo: la masificación de profesionales en una economía dependiente como la del Perú es incapaz de absorberla productivamente, lo cual alimenta el subempleo profesional. Por lo cual la expansión de la educación superior no encuentra una absorción equivalente en el mercado laboral. En ese sentido, lo que Cuenca y Reátegui (2016) llamaron la incumplida promesa universitaria es una característica de la educación mercantil en una economía que no da empleo a los que el sistema educativo otorga titulación.
Esto es posible porque el licenciamiento en realidad no certifica calidad, solo el cumplimiento de condiciones básicas, es decir, un piso por debajo del cual ninguna universidad puede operar. Además, el piso establecido por la reforma sigue siendo bajo, por ejemplo, se exige apenas un 25 % de docentes a tiempo completo, de modo que una universidad puede cumplir la ley apoyada en una mayoría de profesores contratados por horas. Por eso, la calidad prometida se cumplió de manera desigual. Una agencia que verifica mínimos eleva el suelo del sistema y expulsa a las ofertas más fraudulentas, pero no obliga a investigar ni a formar mejor a quien no tiene incentivo para hacerlo: las universidades que operan como empresas cumplen los mínimos sin dejar de ser lo que son. La investigación y la formación de excelencia siguieron alojadas en el puñado de instituciones que ya las sostenían, mientras la masa del sistema obtuvo el sello de aprobación y legitimidad del Estado sin alterar su funcionamiento, lo que les permitió crecer.

II.5. La contrarreforma (2021–2023): lo que la reforma no consumó y retorna
Entre los años 2021 y 2023, desde el Congreso de la República se emitieron normas que contrarrestaban varios aspectos de la reforma del 2014, entre ellos, la más importante fue la Ley N.° 31520, denominada Ley que restablece la autonomía y la institucionalidad de las universidades peruanas, del año 2022. Esta modificó los artículos 1, 12, 15, 17 y 20 de la Ley 30220, Ley Universitaria aprobada en el año 2014. Sus efectos centrales fueron tres: incorporó al Consejo Directivo de la SUNEDU a representantes elegidos por los propios rectores; retiró al Ministerio de Educación su carácter de ente rector de la política de calidad; y suprimió competencias del regulador, como la de licenciar programas académicos. 
La contrarreforma fue posible por la misma reforma. Al disciplinar el mercado sin desposeer ni derrotar políticamente al capital constituido, la reforma dejó intacto dicho poder que impulsó la llamada contrarreforma. Peor aún, como vimos en el apartado anterior, lo fortaleció. Por eso la contrarreforma no necesitaba proponer otra universidad ni retornar al estadio anterior; le bastaba con recuperar la discrecionalidad que la regulación le había recortado al orden establecido.
La contrarreforma fue promovida principalmente por los rectores de las universidades públicas, que se habían opuesto a la reforma en el año 2014. Si la mercantilización fuera solo lucro privado, esta coalición resultaría inexplicable. Pero la mercantilización no se reduce al lucro: es la subordinación generalizada de todo el sistema a lógicas de apropiación, en la línea de la lectura de la universidad como problema de poder (Lynch, 2020). En el sector privado, esa apropiación adopta la forma del lucro capitalista. En el sector público, degradado por el mismo proceso que expandió lo privado, adopta una forma rentista: el control patrimonial y clientelar de la institución por grupos de poder, esto es, el dominio discrecional sobre el gobierno interno, los cargos, los presupuestos, los recursos directamente recaudados y los posgrados que la universidad pública sí cobra. 
La SUNEDU amenazó ambas formas de apropiación con un mismo régimen: licenciamiento, transparencia, evaluación externa y control sobre el gobierno interno. El capital privado perdió discrecionalidad sobre su negocio; los rectores de universidad pública, sobre su feudo. Por eso una coalición en apariencia heterogénea (empresarios privados y rectores públicos) es coherente: no la une el lucro, la une su condición común de apropiadores del campo amenazados por la regulación externa. Y esa condición común es producto de la mercantilización del conjunto, que configuró tanto el negocio privado como el feudo público. 
La articulación entre ambos sectores se produjo sobre ese terreno ya legitimado. El capital privado consolidado no buscó abolir al regulador, ya que ahora la licencia es su activo, solo buscó domesticarlo, para que no pueda endurecer estándares ni revocar su posición. 
Pero no podía encabezar esa operación bajo la bandera del lucro, sin reexponerse al desprestigio que la reforma le acababa de limpiar. Los rectores, amenazados también ellos por la SUNEDU, tenían su propio interés en recortar al regulador, pero aportan a este proceso la cara respetable que le falta: el prestigio de lo público y la bandera de la autonomía. Su acción se presenta como defensa de la universidad pública frente al tecnócrata, pero su efecto es asegurar la reproducción de todo el campo mercantilizado, sector privado incluido. La incorporación de los regulados al regulador, por tanto, deja el gobierno del campo educativo en manos de sus actores establecidos, públicos y privados. La legitimidad que la reforma construyó al depurar el sistema educativo fue posteriormente aprovechada por la contrarreforma, porque solo sobre un sistema ya licenciado la defensa de la autonomía universitaria podía presentarse como una causa plausible bajo la cual capturar al regulador.
Para el capital privado, autonomía significa libertad de empresa frente al regulador; para los rectores, autogobierno de los grupos de poder frente al control externo. La reforma violó ambas a la vez, y aquí reaparece su límite: la impuso técnicamente, desde arriba, sin construir un discurso alternativo capaz de distinguir la autonomía democrática y popular de la universidad pública de la autonomía como escudo del privilegio. Dejó la bandera disponible, y los impulsores de la contrarreforma la tomaron.
Así, la reforma y contrarreforma no se anulan: son los dos polos de un mismo movimiento que reordena para consolidar la privatización del sistema universitario. Por eso la lectura que las opone como progreso y regresión no alcanza a ver lo que las une.
II.6. Del caso peruano a un problema general
Como se ha podido ver, una mirada descriptiva de este proceso puede señalar que el Estado peruano careció de herramientas para sostener la reforma del año 2014; sin embargo, consideramos que ello no es así, se debe a que el Estado es parte del arreglo institucional que él mismo promovió y sostiene. No es que no pueda transformar el sistema por una limitación instrumental: este Estado no puede negar la condición mercantil de la educación, porque esa condición es la que instituyó y que hoy reproduce.
Consideramos que dicho límite responde a cuatro razones. Primero, cuando un sector se mercantiliza antes de que el Estado lo regule, el capital constituido acumula, junto al poder económico, poder político: para cuando llega la regulación, ya existe un sujeto con representación para resistirla y revertirla. Segundo, una regulación que disciplina la forma sin desposeer ni disputar la legitimidad del negocio deja en pie a ese sujeto, y con ello la posibilidad de la restauración. Tercero, el Estado que regula es parte del arreglo: promovió la mercantilización, la sostiene y reconoce su legitimidad, de modo que no puede negar su contenido sin negarse a sí mismo. De estas razones se desprende la cuarta: en sectores ya mercantilizados, la regulación tiende a reordenar para conservar la acumulación de capital y a engendrar su propia contrarreforma. El límite no es de herramientas; es del carácter del Estado.
Por ello, el caso peruano no es un caso particular. No es casual que la SUNEDU sea una agencia reguladora del tipo que se difundió por América Latina tras las privatizaciones (Jordana & Levi-Faur, 2005; Levi-Faur, 2005). La regulación llega después de la mercantilización. Lo que vale para la universidad vale para otros campos mercantilizados antes de ser regulados: la salud, las pensiones y los servicios públicos. En todos ellos, un Estado que llega después de la constitución del capital privado, y que ha sido parte de su promoción, encuentra el mismo límite: puede elevar estándares y ordenar el mercado, pero no transformar su matriz, porque hacerlo supondría negar su rol. La regulación, en estas condiciones, es una forma más madura del mercado. El caso peruano ilumina, así, un rasgo general de este tipo de políticas.
De esto no se sigue que el sistema sea un mecanismo cerrado ni que la regulación carezca de valor. Elevar los estándares mínimos mejora las condiciones concretas de las clases populares, y la expulsión de los proveedores más precarios las protege; el reconocimiento de ese avance es parte del análisis. Pero regular la forma de un negocio no implica transformarlo. 
Cabe precisar, sin embargo, que el sistema educativo, aunque reproduzca relaciones sociales preexistentes en la sociedad, abre nuevas líneas de conflicto y deja en pie a sujetos (como la universidad pública con una verdadera vocación democrática, los estudiantes organizados, u otros) capaces de disputar sentidos en dicho sistema. El límite del Estado y la regulación no es el límite de su historia.

III. Conclusiones
Esta ponencia ha sostenido que la reforma universitaria peruana de 2014 y su contrarreforma de los 2021 y 2023 son dos momentos de un mismo proceso: la consolidación de la privatización del sistema educativo, y no dos políticas opuestas. Lo que las une es que ambas intervienen sobre un sistema ya mercantilizado para reordenarlo y estabilizarlo sin disputar su forma mercantil ni la centralidad del capital privado: la reforma lo conserva modernizándolo, la contrarreforma lo conserva restaurando la discrecionalidad de los poderes establecidos. Si la segunda pudo seguir a la primera fue porque la reforma, al disciplinar la forma del capital sin desposeerlo, sin disputar su poder político y sin cuestionar la legitimidad del lucro, dejó intacto al sujeto capaz de revertir sus controles. La contrarreforma es ese mismo capital reconfigurando el esquema a su favor, conducida por una coalición: el lucro privado y los rectores de universidades públicas. Unidos por la amenaza de la regulación externa y por la bandera de la autonomía. La captura del regulador es el rasgo visible de ese proceso, no su explicación.
El límite del Estado para transformar el sistema no es técnico ni instrumental. Como se ha argumentado, el Estado no es un árbitro por encima de los intereses en pugna, es la expresión institucional del equilibrio de poder entre las fuerzas sociales que ordena y estabiliza. Ese mismo Estado que promovió la mercantilización de la educación y la sostiene, no puede negar su contenido sin negarse a sí mismo. Por ello, la contradicción entre la vocación formativa de la universidad y su forma mercantil no se resuelve por la regulación.
Al explicar por qué la regulación de un sector ya mercantilizado tiende a reordenar para conservar y a engendrar su propia restauración, el análisis ofrece una clave para pensar los límites del Estado regulador en otros campos como la salud, las pensiones y los servicios públicos, mercantilizados antes de ser regulados, y en otros países de la región donde, como muestran Jordana y Levi-Faur (2005), la creación de agencias reguladoras siguió también a procesos de privatización sectorial. La universidad peruana es, en este sentido, el caso que anticipa lo que le espera a una sociedad que privatiza un servicio por años y pretende después regularlo sin eliminar el lucro: una regulación modernizadora que ordena el mercado y eleva sus estándares, pero que cuando las condiciones políticas lo permiten, sigue una restauración conducida por el capital ya constituido. En suma, un reordenamiento que conserva. 
De ello no se sigue el desdén por la regulación ni la idea de un sistema inamovible. Únicamente se considera que la transformación del campo educativo no es un problema de diseño regulatorio, por el contrario, de la estructura de poder que lo determina. Por lo cual, el problema de la universidad se resuelve en la sociedad que la produce. Su historia sigue en curso.
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